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			Presentación

			A lo largo del periodo 2016-2017, en La Casa Encendida de Madrid y el Auditorio de la Escuela de Arquitectura y Urbanismo en el Campus Tecnológico Local San José, el Grupo de Investigación Territorio Racional y Sostenible (Grupo TRyS) organizó el sétimo curso La ciudad: espacio colectivo / intereses privados, desde el Departamento de Geografía de la Universidad Autónoma de Madrid (UAM) y la Escuela de Arquitectura y Urbanismo (EAU) del Instituto Tecnológico de Costa Rica (TEC).

			Desde el 2010, después de seis cursos previos y como ya se había hecho anteriormente en un par de ocasiones1, se decidió editar un nuevo libro que recogiese desde diversas perspectivas trabajos realizados por los expertos que participaron como ponentes, tanto en España como en Costa Rica, en torno a la confrontación entre los espacios colectivos y los intereses privados. Con esto se busca fomentar el conocimiento en defensa de un uso más racional y sostenible del territorio a partir de principios como la cohesión social, la sostenibilidad ambiental, la equidad y la eficiencia económica, planteados desde una visión integradora. 

			Este libro es el resultado del aporte de 15 autores que, con perspectivas profesionales muy diferentes, analizan situaciones y procesos urbanos desde la óptica de la confrontación de lo público y lo privado y, principalmente, su reflejo en la construcción de ciudad. 

			En ambos países está fuertemente asentado el concepto de propiedad privada y la defensa y las garantías que sobre ella se establecen constituyen uno de los ejes vertebradores del sistema jurídico y económico desde sus orígenes. Sin embargo, no están tan claros ni tan presentes otros conceptos también fundamentales, como el de “la función social de la propiedad”, “el interés general” o la “propiedad pública”. Con frecuencia se puede observar la menor relevancia de “lo público” y del “patrimonio colectivo” frente a los intereses particulares. En materia urbanística y territorial existe un importante número de situaciones que reflejan la imposición del interés privado sobre el público en la construcción de ciudad y de diversos sectores productivos, dando como resultado un desarrollo insostenible del territorio. 

			Este libro presenta diferentes reflexiones sobre la presencia y aplicación de esos principios en ambos países en los procesos que se dan cita en la ciudad. La obra se estructura en cinco partes, con el fin de organizar las diversas perspectivas sobre el tema. En la primera se aborda la confrontación del interés público y las actuaciones privadas desde las perspectivas del suelo, la vivienda y el planeamiento urbanístico, utilizando como ejemplos ciudades españolas. Su autora, la arquitecta María Teresa Bonilla Lozano examina la evolución de los parques públicos de vivienda y suelo en la Comunidad y el Ayuntamiento de Madrid, como ejemplo de las estrategias cortoplacistas de las administraciones locales, que han utilizado prioritariamente sus bienes inmuebles para su financiación o el saneamiento de sus haciendas. El texto proporciona una visión sintética de la gestión de los patrimonios públicos de vivienda y suelo en el contexto del devenir de la política de vivienda. 

			Por su parte, el geógrafo José María de la Riva Ámez, tras el análisis de algunos destacados procesos de privatización de suelo y de vivienda en Madrid, concluye recordando las consecuencias que tiene reducir la capacidad de los poderes públicos para administrar la ciudad y definir su futuro. Tal privatización pone en riesgo los elementos tangibles y culturales de la ciudad que, como lugar de convivencia, necesita que sus vecinos se identifiquen con unos espacios colectivos.

			La arquitecta Cristina Domínguez Fernández hace un análisis detallado de los criterios generales y el enfoque con que un equipo técnico multidisciplinario ha afrontado una nueva actuación urbanística destinada a ordenar un “vacío urbano” en la ciudad de Madrid. Es un ejemplo de ordenación en el que ha primado la búsqueda del equilibrio entre lo público y lo privado, presuponiendo el interés general como principio básico orientador y tratando de aprovechar una oportunidad para contribuir en la construcción de la ciudad de todos. 

			El geógrafo y profesor universitario Luis Galiana Martín presenta un brillante estudio sobre el papel de los patrimonios públicos de suelo en España, que, además de constituir un capital territorial de gran valor, poseen una innegable importancia estratégica para el futuro desarrollo urbano de muchas de sus ciudades. Para ello, analiza diferentes ejemplos de cómo se han gestionado los bienes inmuebles del Patrimonio Nacional, la Administración Central y algunas empresas públicas.

			Finalmente, Antonio Martín García, abogado y gestor público en el Ayuntamiento de Sevilla, analiza el balance de la praxis política urbano-territorial en relación con los suelos públicos de su ciudad durante los dos últimos siglos. Parte del principio de que la defensa del interés general y de los recursos y patrimonios públicos de suelos son dos caras de una misma moneda y quien no ejecuta la segunda, no puede hacer gestión a favor de la primera. El autor plantea que para hacer realidad el principio político-constitucional de defensa del interés general es necesaria una gestión óptima de los recursos naturales y los patrimonios públicos de suelos. 

			La segunda parte del libro muestra casos de estudio en ambos países, tomando como perspectiva de análisis una de las manifestaciones urbanas más claras del conflicto público-privado, como es la desigualdad y la segregación residencial. El arquitecto Jose Pablo Bulgarelli Bolaños, desde su experiencia laboral y personal en la fundación TECHO Costa Rica, toca el tema de los asentamientos informales. 

			Parte de uno de los principales retos que presentan estos espacios, ya que, al no contar con un sistema claro sobre la regularización de la propiedad privada, no gozan de igualdad de derechos con respecto a la mayoría de los habitantes. Bulgarelli presenta una breve explicación histórica de los asentamientos informales en Costa Rica y señala que el verdadero problema que genera los asentamientos informales es su clasificación únicamente como un indicador, al considerar que la solución está en la asignación de una vivienda, pero a largo plazo esto no resulta sostenible porque no conlleva una verdadera redistribución de la riqueza entre los habitantes ni un mejor control del mercado del suelo.

			Seguidamente, el geógrafo Antonio J. Palacios García y la historiadora del arte Carmen Hidalgo Giralt, profesores universitarios, exponen un ejemplo de desigualdad en Madrid, a través de la presentación del caso del Puente de los Tres Ojos, un barrio desfavorecido donde se evidencia la lucha de intereses de la iniciativa privada y el bien colectivo. Los autores analizan la evolución histórica de este espacio urbano español, que pasó de ser un área residencial burguesa a un barrio desfavorecido, con intervenciones públicas a través del planeamiento que han sido condicionantes de su carácter actual.

			Finalmente, la socióloga costarricense Wendy Molina Varela, tras analizar los Índices de Segregación Residencial Socioeconómica de su país en tres escalas, durante 1984, el 2000 y el 2011, encuentra similitudes con las tendencias de segregación residencial en otras ciudades latinoamericanas. Concluye que la Gran Área Metropolitana (GAM) en general presenta menores índices de segregación que varias de estas ciudades. 

			Esta diferencia se explica por el origen y la estructuración histórica de la ciudad, pues la GAM se caracteriza por ser un espacio urbano menos polarizado, más heterogéneo, con una concentración de las élites en áreas pequeñas distribuidas por toda la ciudad y una ubicación más bien dispersa de una amplia clase media.

			La tercera parte presenta, desde un enfoque dirigido al patrimonio cultural, un caso de estudio en cada uno de los países que ejemplifica los logros alcanzados y los desaciertos en la convivencia del interés público y privado. Luis Azurmendi Pérez, arquitecto y activista en defensa del patrimonio arquitectónico, analiza lo que se debe considerar como un ejemplo relevante a nivel mundial de intervención en una ciudad industrial y portuaria como Bilbao. Plantea que el cese de la actividad fabril ha proporcionado “espacios de oportunidad” en el centro de la ciudad y que solo la participación de grupos defensores del patrimonio arquitectónico e industrial y las asociaciones en defensa de los intereses de la vida cotidiana podrían evitar la desaparición de la identidad de la ciudad. 

			Por su parte, la arquitecta Bernadette Esquivel Morales, activista en defensa del patrimonio, analiza los conflictos y oportunidades del patrimonio costarricense. Expone la experiencia vivencial de una comunidad organizada que cree en el valor de su patrimonio cultural y defiende la premisa de que es fundamental conservarlo para alcanzar un desarrollo sostenible, que cultive las memorias del pasado para alimentar y hacer crecer las identidades de las comunidades contemporáneas a fin de mejorar su calidad de vida. Dentro de esa lucha, los límites y responsabilidades entre el espacio colectivo y los intereses privados son objeto de amplios debates en la comunidad de Santo Domingo de Heredia, que trabaja intensamente para que se comprenda el valor de las prácticas culturales locales con miras a su preservación. 

			La cuarta parte expone las confrontaciones en torno a la propiedad pública y privada mediante casos de estudio españoles, con su correspondiente reflexión teórica. Carmen Hidalgo Giralt, profesora universitaria e historiadora del arte, muestra cómo los mercados municipales, especialmente aquellos ubicados en el distrito Centro de Madrid, se revelan como un excelente laboratorio para analizar cómo un espacio público de carácter colectivo ha experimentado cambios funcionales como consecuencia no solo de un deterioro físico y comercial, sino del surgimiento de intereses privados que fomentan el desarrollo de actividades económicas más lucrativas en ellos. 

			La naturaleza de los mercados municipales ha experimentado una relevante transformación, pasando de considerarse espacios de consumo de productos de alimentación a espacios innovadores de carácter multifuncional donde el ocio, la cultura y la restauración tienen un peso determinante. 

			El filósofo y escritor José Segovia Pérez, en un brillante recorrido histórico por la literatura y el pensamiento político, desgrana una profunda reflexión sobre la naturaleza de la propiedad privada y el permanente conflicto en torno a las diferentes formas de organización de la política al gestionar la pugna de privilegios en el ejercicio del poder. Concluye afirmando que el debate sobre propiedad privada y propiedad pública no tiene una sola salida, pero sí correcciones parciales según la coyuntura de cada momento. 

			Por su parte, Luis Santos y Ganges, geógrafo y profesor universitario especialista en la interrelación ferrocarril-ciudad, aborda el riesgo de especulación, utilizando para ello el caso de los patrimonios ferroviarios de las entidades públicas empresariales en España. 

			Sostiene que determinados organismos públicos de fisonomía empresarial presentan una contradicción entre la búsqueda del máximo beneficio económico y la responsabilidad de la defensa del interés general del patrimonio inmobiliario propio que le ha sido encomendado. Concluye, desde una perspectiva urbanística del problema y sus efectos en la ciudad, con la idea de que el comportamiento especulativo de estas corporaciones es un riesgo discordante con el bien común.

			La quinta parte, con base en el derecho urbanístico, dirige la atención a la balanza de intereses individuales y colectivos desde una revisión normativa. Jorge Agudo González, profesor universitario y experto en Derecho Urbanístico, expone la dialéctica entre “lo público” y “lo privado” vista desde el Derecho y la práctica política. 

			Se centra en el análisis de “lo público” a la hora de definir los modelos de ciudad, por considerar que debe ser uno de los objetos fundamentales del urbanismo como función jurídico-pública. Defiende que en urbanismo “lo público” no puede verse como algo opuesto a “lo privado”. Son dos realidades del espacio físico que deben convivir y ambas son determinantes de la existencia y la definición de la otra. “Lo público” y “lo privado”, explica desde su condición de jurista, están irremediablemente unidos.

			Finalmente, Roy Allan Jiménez Céspedes, arquitecto y especialista en planificación e instrumentos de gestión del suelo, analiza la normativa urbana costarricense y su verdadero papel en el modelo urbano actual. Sostiene que la escasa presencia de instrumentos de gestión del suelo impide hacer un uso intensivo de este. Defiende la idea de que tal modelo de ciudad, vigente desde la década de los setenta, empuja al sector inmobiliario a consumir suelo rural como la forma más efectiva de capturar ganancias por plusvalías. 

			Jiménez cierra su contribución tomando como ejemplo varios países de América Latina que han emprendido procesos de actualización normativa con el objetivo de incluir nuevos y mejorados instrumentos de gestión del suelo. Estos instrumentos encuentran un sólido fundamento en la función social y ambiental de la propiedad y la gestión de las plusvalías asociadas al desarrollo urbano. 

			Para finalizar esta presentación, se reconoce la calidad de los trabajos aportados por los 15 autores participantes de forma proactiva en la difusión de conocimiento y el proyecto iniciado por el Grupo TRyS que, durante más de ocho años, ha contado con la colaboración del Departamento de Medio Ambiente de La Casa Encendida y, desde hace más de cuatro años, de la Escuela de Arquitectura y Urbanismo del TEC. 

			Evidentemente, esta obra no agota el debate sobre la confrontación del interés público y privado en la construcción de ciudad, pero sí ofrece una novedosa visión de perspectivas sobre el problema y, mediante un discurso multidisciplinar y el abordaje de casos de estudio españoles y costarricenses, brinda una revisión integradora y racional de los conceptos para un uso sostenible del territorio.

			David Porras Alfaro2 y Julio Vinuesa Angulo3

			Grupo de Investigación Territorio Racional y Sostenible 
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			Suelo, vivienda y planeamiento urbanístico: la confrontación del interés público y las actuaciones privadas

		

	
		
			Tres décadas de gestión de los patrimonios públicos de vivienda y suelo en Madrid

			María Teresa Bonilla Lozano4

			1. Presentación

			Este artículo ofrece una visión sintética del desarrollo de la gestión de los patrimonios públicos de vivienda y suelo en Madrid, situándola en el contexto de la evolución de la política de vivienda.

			2. La formación del parque de vivienda protegida

			El Instituto de Vivienda de la Comunidad de Madrid (IVIMA) se crea en 1984, pocos meses después de la constitución de la comunidad autónoma, y hereda el parque inmobiliario que el Instituto Nacional de la Vivienda (INV) y otras entidades gestoras estatales tenían en la provincia. 

			En aquel momento, el IVIMA y el Patronato Municipal de Vivienda de Madrid (más tarde Empresa Municipal de Vivienda (EMV) y en la actualidad Empresa Municipal de la Vivienda y Suelo de Madrid (EMVS)) eran los mayores propietarios inmobiliarios de la región y, junto con el Instituto de Vivienda de las Fuerzas Armadas (INVIFAS) y algún otro organismo superviviente de los antiguos patronatos de vivienda de ministerios y empresas públicas, gestionaban prácticamente la totalidad de la vivienda pública en alquiler. 

			Tanto el IVIMA como el EMV carecían de competencias en materia de suelo, principalmente porque durante la dictadura no correspondían al INV sino al Instituto Nacional de Urbanización (INUR), que enfocaba su actividad en la producción de suelo industrial y lo que entonces se llamó “Actuaciones Concertadas”, cuyas competencias acabaron en manos de la empresa pública de la Comunidad de Madrid: Áreas de Promoción Empresarial con Gestión Industrial Organizada, S.A. (ARPEGIO).

			 Quizás no es superfluo recordar que la promoción pública de vivienda social surge en toda Europa con una fuerza extraordinaria a mediados del siglo XIX, cuando la revolución industrial fuerza la emigración de grandes contingentes de habitantes del campo a las ciudades, produciéndose un desajuste entre los mecanismos de producción de espacio construido y la magnitud de la población a alojar que se traduce en un fortísimo incremento de los alquileres y una gran penuria de alojamiento para el proletariado urbano, que obliga a ayuntamientos e instituciones a entrar en el mercado inmobiliario para resolver el problema de la vivienda obrera. 

			En el caso de España, la intervención pública no se inicia de forma efectiva hasta la dictadura de Primo de Rivera, que promulga en 1921 la ley de Casas Baratas, a la que sigue una ley de viviendas para funcionarios. En Madrid, con esta ley se promovió una serie de viviendas en lo que hoy es el distrito de Chamartín, muy en línea con las tipologías de vivienda unifamiliar sobre parcela pequeña dominantes en Europa. 

			Tras la Guerra Civil (1936-1939) la vivienda deviene en argumento político, en un contexto ideológico que consideraba la familia, el municipio y el sindicato como los pilares de la organización social. El Estado crea una estructura administrativa y legal potente para impulsar la promoción pública de vivienda, ante la inexistencia de un mercado inmobiliario, puesto que el grueso de la población era insolvente. 

			En 1939 se crea el INV, cuyas amplias competencias abarcaban desde las ordenanzas de construcción de las viviendas protegidas hasta la formulación de planes generales de reconstrucción, pasando por el control de los proyectos y ejecución de las obras, el manejo de los créditos necesarios y la distribución de beneficios. La construcción de viviendas protegidas se atribuía al Estado, las corporaciones provinciales y locales y los sindicatos.

			Huelga decir que, en el contexto político de la postguerra, esta estructura de promoción imposibilitaba el acceso a la vivienda protegida de los ciudadanos no afectos al régimen. Esta circunstancia, junto con la exigencia de disponer de trabajo para acceder al alquiler o propiedad, obligaba a la inmigración procedente del medio rural a resolver su necesidad de vivienda mediante el subarriendo o el alojamiento marginal. 

			A inicios de la década de los 40 se promulga el Plan Nacional de Vivienda, que marcaba el número de unidades a reparar, reponer o construir para atender el aumento demográfico y definía tres tipos de vivienda: libre (clase alta), bonificable (clase media) y protegida (obrera)5. El Plan Nacional de Vivienda marca el inicio de la formación del parque de vivienda pública, que va a ser predominante hasta los años 60, cuando la recuperación económica del país permite la formación del mercado inmobiliario. 

			Debe subrayarse que el régimen franquista fomentó desde un primer momento el acceso a la vivienda en propiedad, frente a los modelos europeos que diversificaron las formas de acceso, y en ningún momento se planteó la creación de un parque de vivienda social gestionado directamente por el Estado u organizaciones sin ánimo de lucro. La vivienda en alquiler fue residual desde el inicio de la promoción pública de casas de habitación. Esta decisión política de convertir a los ciudadanos en propietarios es la razón seminal de que España sea hoy una excepción en el patrón dominante en Europa de acceso a la vivienda. 

			De acuerdo con los datos de Luis Moya (1983), la evolución de la promoción de vivienda protegida en Madrid entre 1939 y 1976 es, a grandes rasgos, la siguiente:

			2.1. Década de los 40

			Durante este periodo, la promoción fue casi en su totalidad pública, a cargo de varios organismos: la Obra Sindical del Hogar edificó 3261 viviendas en 14 grupos; la Comisaría para la Ordenación Urbana de Madrid construyó 2249 para realojar expropiados de otras zonas; el Ayuntamiento de Madrid reconstruyó y amplió las colonias Moscardó y Cerro Bermejo, construyó 395 residencias en las colonias Molino de Viento y Paseo de los Olivos y edificó el poblado de San Cristóbal para la Empresa Municipal de Transporte; el Instituto Nacional de Industria construyó para sus empleados Ciudad Pegaso, una barriada en Canillejas y otra en Villaverde; por último, diferentes patronatos de viviendas para funcionarios concentraron su actividad en la construcción de barriadas en las márgenes del río Manzanares.

			2.2. Década de los 50

			Al iniciarse la década solo un 6 % del parque residencial a nivel nacional estaba en propiedad, al concluirse era el 38 %. Habida cuenta del peso de la promoción pública en un mercado inmobiliario casi inexistente, parece evidente que la política franquista de fomento de la propiedad estaba dando frutos. No obstante, el “chabolismo” (levantamiento de tugurios) se había extendido por todos los distritos exteriores al paseo de Ronda y por los barrios populares interiores. 

			En 1954 cambia la legislación y se establecen dos tipos de viviendas protegidas: las del “Grupo 1”, con beneficios indirectos como expropiación forzosa, exenciones y bonificaciones tributarias; y las del “Grupo 2”, con tres categorías en función del tamaño. En este grupo los beneficios indirectos se incrementaban con anticipos económicos reintegrables a largo plazo y créditos a la construcción. Las viviendas protegidas lo eran durante 20 años y la renta anual máxima se fijaba en función del grupo. 

			En 1957 se introduce otra categoría -la vivienda subvencionada-, que recibía además una subvención a fondo perdido. Ese mismo año se aprueba el Plan de Urgencia Social de Madrid, con el objetivo de construir en dos años las 60 000 viviendas que se estimaban necesarias para realojar a “chabolistas”, realquilados y habitantes de edificios ruinosos. Entre 1959 y 1966, un nuevo organismo público (Poblados Dirigidos) construyó en el marco de dicho Plan un total de 20 729 viviendas, a las que se añadían 6585 de las Unidades Vecinales de Absorción del chabolismo (UVA).

			Por su parte, la Obra Sindical del Hogar construyó 28 896 viviendas, mayoritariamente en el este (barrios La Elipa y San Blas) y el sur (Zofío y San Fermín) del municipio. El INV prosiguió con la promoción para funcionarios en el entorno del río Manzanares. La actuación del Ayuntamiento se centró en la urbanización de los polígonos de Santamarca y Francos Rodríguez, cediendo a la iniciativa privada el fomento de las viviendas, en el desarrollo del poblado C de Carabanchel, que se adjudicó a cooperativas de vivienda, y en el de La Chimenea, en el barrio de Usera, que se adscribió a iniciativa pública. 

			El Patronato Municipal de Vivienda construyó 3028 viviendas en nueve colonias en el distrito Puente de Vallecas, además de las colonias Girón en el Alto de Extremadura y Nuestra Señora de las Victorias en Tetuán. Al final de la década, las empresas inmobiliarias Urbis y Banús ponen en marcha los proyectos de los barrios Moratalaz y Pilar, respectivamente, destinados a vivienda protegida en régimen de venta.

			2.3. Década de los 60

			Durante estos años se producen cambios sustanciales en el incipiente mercado inmobiliario madrileño: empieza a construirse vivienda de lujo y turística (segunda residencia), por lo que el porcentaje de vivienda libre pasa de un 9 % del total construido al inicio de la década a un 35,4 % al final. Aparece el fenómeno de la vivienda vacía (8 % del parque residencial), la promoción privada de vivienda protegida (82,8 %) supera ampliamente a la pública y se inicia la formación del área metropolitana mediante grandes actuaciones de iniciativa privada. 

			La Obra Sindical del Hogar protagoniza la promoción pública y construye en Madrid 19 323 viviendas, fundamentalmente en los barrios Manoteras, Entrevías y San Blas. Dados los problemas de gestión que generaba el impago de alquileres en los polígonos de vivienda pública, se adoptó la decisión de privatizar el reducido parque existente mediante el sistema de acceso diferido a la propiedad. En 1961, en Madrid se alcanza la cifra récord de 58 530 chabolas.

			2.4. Década de los 70

			La política de vivienda en estos años se inicia con dos nuevas estrategias: las Actuaciones Urbanísticas Urgentes (ACTUR) y el Urbanismo Concertado, enfocadas en la promoción privada de ciudades satélites, en las que un 20 % de las viviendas eran protegidas de promoción oficial y otro 30 % protegidas de promoción privada. 

			En 1975, al iniciarse la transición a la democracia, el 37 % del parque residencial español era de vivienda protegida (3,5 millones de unidades), el Ministerio de Vivienda era propietario de 250 000, mayoritariamente en régimen de acceso diferido a la propiedad, el alquiler era casi inexistente en el parque público y la promoción privada se dedicaba mayoritariamente a la vivienda no protegida. En Madrid la promoción privada de vivienda protegida se concentra en las ciudades del área metropolitana, dónde la menor repercusión del precio del suelo permitía captar altas plusvalías.

			3. La liberalización de la política de vivienda protegida

			En 1978 se producen dos actuaciones contradictorias de la política de vivienda que cierran el anterior ciclo y dan paso a un nuevo enfoque. Por un lado, el Gobierno adquiere con las asociaciones de vecinos, integradas en el Programa de Barrios en Remodelación, una serie de compromisos de erradicación de infravivienda. 

			Durante la siguiente década el Gobierno actuó en 27 barrios de la ciudad de Madrid construyendo 38 000 unidades mediante actuaciones en suelo vacante donde se concentraban habitantes de infraviviendas del entorno, como Cornisa de Orcasitas y Palomeras Sureste; remodelaciones in situ de infravivienda, como Meseta de Orcasitas y El Pozo del Tío Raimundo, y remodelaciones in situ de promociones públicas, como Orcasur y el polígono H de San Blas.

			El programa preveía mantener en alquiler las viviendas de las UVA a remodelar y para el resto establecía un periodo de pago de 25 años, eximiendo de intereses el 75 % del pago aplazado.

			Por otro lado, se cambia la legislación de vivienda de protección oficial, que pasa a llamarse “social”, mejorándose sus estándares de diseño y calidad y limitando su promoción pública, desde un planteamiento liberal, a situaciones excepcionales. A partir de 1978 la legislación de vivienda ha ido evolucionando manteniendo como principios:

			a) El Estado solo debe actuar en situaciones carentes de interés para la iniciativa privada y sin alterar el funcionamiento del mercado de vivienda.

			b) Los beneficiarios de la vivienda social han de comprar en el mercado de vivienda privada, que es el referente en la valoración de las viviendas.

			c) Los recursos públicos han de canalizarse a apoyar a las familias con poca capacidad adquisitiva, por lo que hay que identificar a las personas necesitadas y regularles sus condiciones de acceso.

			d) El pago de la vivienda social no ha de superar un porcentaje prudente del salario familiar. Por ello la Administración fija los precios máximos de comercialización.

			e) Para que no se rebase el valor de la comercialización se establecen unos costes máximos de construcción (el módulo) y del precio máximo a pagar por el suelo.

			f) Para garantizar una calidad mínima de la vivienda se regulan sus características dimensionales y constructivas.

			g) Para garantizar el acceso de la clase media y de los estratos de menor nivel de renta se tipifica la vivienda social en programas, estableciéndose la cantidad de unidades y el presupuesto preciso para cada uno de ellos mediante una planificación plurianual. 

			En síntesis, el Estado abandona la producción masiva de vivienda protegida, confiándola a la promoción privada, y se concentra en sectores sociales carentes de interés para el mercado, tipologías infrecuentes y operaciones complejas o económicamente deficitarias, como la remodelación de barrios o las áreas de rehabilitación. 

			La nueva filosofía de la política de vivienda seguía incentivando la compra, pero, mientras que bajo el franquismo la Vivienda de Protección Oficial (VPO) tuvo como ventaja principal el acceso a un préstamo hipotecario, entonces considerado por la banca como poco rentable, la nueva generación de VPO tenía como atractivo fundamental un precio inferior al del mercado libre. 

			Al incentivo del precio se unía la desgravación de la inversión en vivienda contemplada por el llamado Decreto Boyer6 de abril de 1985, aplicable con independencia de su destino final, es decir, tanto si se trataba de primera como de segunda vivienda, si se ocupaba o se dejaba vacía. El Decreto Boyer liberalizó los alquileres pero eso no se tradujo en un incremento del parque en alquiler, en parte porque se solapó con el festín inmobiliario que acompañó la entrada de España en la Unión Europea y que capitalizó el grueso de la inversión inmobiliaria7.

			A mediados de los años 80, cuando se crean el IVIMA y la EMV, la situación del patrimonio público de vivienda en la región era la siguiente: ambos organismos gestionaban un gran patrimonio heredado, en el que coexistían situaciones de todo tipo que incluían ocupaciones ilegales, impagos, viviendas deterioradas o con problemas constructivos, etc. Este parque se vivía como un problema por su difícil gestión. La solución fue la amortización, a veces anticipada y previa reparación, de las viviendas en acceso diferido a la propiedad. La amortización del parque heredado se ha dilatado casi dos décadas. Quizás un planteamiento más individualizado de su gestión hubiera permitido mantener una parte como alquiler y, seguramente, ni hubiera precisado más tiempo, ni hubiera supuesto mayor coste de gestión.

			La Comunidad de Madrid (CM) ostentaba ya la competencia exclusiva en política de vivienda, pero el organismo ejecutor –el IVIMA– estaba iniciando su actuación y tenía aún una capacidad de gestión limitada, por lo que se centró en el remate de barrios en remodelación, en una gran actuación en Vallecas: Madrid Sur y la planificación de Valdebernardo, el único sector de vivienda pública del Plan General de Ordenación de Madrid de 1985. Entre 1984 y 1994, más del 80 % de las viviendas construidas por el IVIMA se destinaron a sustitución del parque heredado. El Ayuntamiento, carente de competencias en la materia, se centró en actuaciones piloto de rehabilitación, limitando la producción de nueva vivienda a programas vinculados con la ejecución del Plan General8 o al alojamiento de población marginal. 

			A finales de los 80, el Ayuntamiento lanza la que sería la mayor operación de vivienda protegida del gobierno municipal socialista: el Plan 18 000, cuyo objetivo era el cumplimiento de la programación anual de 4 500 VPO del Plan General de Ordenación Urbana (PGOU) de 1985. 

			El Plan se realiza mediante cesión del suelo en “derecho de superficie” a cooperativas de vivienda y fue posible gracias a la movilización de suelo del patrimonio municipal, los aprovechamientos de cesión de los planes parciales del primer cuatrienio del Plan General y una negociación con los propietarios, que tenían retenidos los terrenos en espera de que los tribunales dictaminaran sobre la calificación de suelo con destino a VPO contemplada en el PGOU 859. 

			Como señala Jesús Leal (2005), uno de los objetivos perseguidos por la Administración con la política de vivienda en los años 80 fue impulsar la actividad económica. El diferencial de precios entre la vivienda libre y la VPO propició un auge en la construcción privada de vivienda protegida, especialmente de la mano del sector cooperativo, llegándose a superar el porcentaje de VPO construido en los últimos años del franquismo (tabla 1).

			Tabla 1. Proporción de la VPO sobre el total de viviendas construidas. 
Fuente: Ministerio de Fomento.
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			Tabla 2. Calificaciones provisionales de vivienda protegida. 
Fuente: Ministerio de Fomento.
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							13 945
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			La tipología arquetípica de las cooperativas de vivienda fue la unifamiliar adosada. El chalé, una tipología antes restringida a las clases altas y a la vivienda de vacaciones, pasó a protagonizar los nuevos desarrollos, transformando el modelo compacto de ocupación del territorio que hasta entonces había caracterizado la región de Madrid.

			La quiebra en 1993 de PSV, una cooperativa de vivienda social avalada por la Unión General de Trabajadores, marca un punto de inflexión en la promoción privada de vivienda protegida ya que, al descrédito que supuso para la iniciativa cooperativista, se sumó el escaso aliciente que el precio de la VPO suponía para el promotor inmobiliario.

			Ante la percepción social del problema de acceso a la vivienda, el Estado acudió a reflotar el sector con la aprobación en 1998, durante el primer gobierno del Partido Popular (PP), de una ley del suelo que “liberalizaba” el potencial edificatorio, permitiendo la urbanización masiva y creando una vivienda protegida de gama alta (VPT), con un precio tasado pero cuyas características eran equiparables a las de la vivienda libre. Este tipo habitacional ha dominado el mercado de la vivienda protegida de promoción privada durante el último quinquenio del siglo XX y el comienzo del XXI.

			Mientras la construcción de vivienda libre y su precio se disparaban, las ayudas para tener acceso a una casa se destinaron a una clase media capaz de invertir sus ahorros en la compra, se eliminó la desgravación por el alquiler y se mantuvo la vinculada a la adquisición y se pusieron en marcha las Cuentas de Ahorro Vivienda. Como resultado de estas políticas, la serie histórica de calificación provisional de VPO muestra que entre 1991 y el 2001 se produce un descenso continuado de su número, que pasa de 13 945 unidades al inicio de la década a 1861 en su final (tabla 2). 

			4. La burbuja inmobiliaria

			Como señala José León Paniagua (2013), el periodo especulativo que se produjo entre 1997 y 2007 presenta, entre otras paradojas, la combinación de un parque sobredimensionado con una gran cantidad de vivienda vacía y un gran crecimiento de la producción de residencias y suelo, mientras la demografía estaba estancada y buena parte de la población tenía dificultades de acceso a una casa. El modelo de urbanización y producción masiva de vivienda ha tenido un impacto brutal en el territorio madrileño, pero también en la cohesión social, por el aumento de las desigualdades interterritoriales, sin que se haya saldado el desajuste estructural entre las necesidades y la oferta de vivienda. 

			La política autonómica ha contribuido a ello. Como ha sido tradicional, se ha apostado por la producción de vivienda como motor económico. La serie histórica de solicitudes de calificación provisional de VPO (tabla 2) muestra su práctica desaparición durante los primeros cinco años de la burbuja, para repuntar con fuerza al final del ciclo. De hecho, la VPO supuso en el 2006 y el 2007 un 31 % y un 44 %, respectivamente, del total de vivienda construida, porcentaje que incluye tipos de protección, como la Vivienda de Precio Tasado (VPT), que no se ajustan al perfil del grueso de los demandantes de VPO.

			Ese incremento es consecuencia de la entrada en vigor de la ley del Suelo de la Comunidad de Madrid (CM) en el 2001, que obliga a destinar a VPO un 50 % de las viviendas previstas en suelo urbanizable. Dada la amplísima clasificación de suelo de los años de la burbuja, las cifras no reflejan solo la incidencia de dicha ley, sino la capacidad de sortearla, ya que no se llega a alcanzar la cifra del 50 %.

			Esos altos porcentajes de VP reflejan también la entrada en mercado de la primera generación de Programas de Actuación Urbanística (PAU) del municipio de Madrid, aprobados por el PGOU 97, que presentaron graves problemas de gestión y tenían una capacidad de 41 284 VPO (mayoritariamente VPT). Actúa también en la misma dirección la política de Consorcios Urbanísticos de la Comunidad de Madrid.

			En ambos casos se trataba de ofertar suelo urbanizado a la promoción privada, no a la pública directa. Ante el drástico incremento del precio de la vivienda10 y la constatación de que eso impedía la emancipación de los jóvenes, la CM lanza en el 2001 el Plan de Vivienda Joven, que contemplaba la cesión de suelo a la promoción privada para la construcción de VPO en régimen de alquiler con opción de compra, que ha resultado en uno de los mayores fiascos de la política de vivienda en España. Ya en el 2004 la presidenta de la CM reconocía, en un acto de la Asociación de Promotores Inmobiliarios de Madrid (ASPRIMA), que el Plan era un desastre porque: la cesión de suelo por parte de la CM era una posibilidad, no una obligación; era imposible promover, como se había prometido, 7500 viviendas bajo esta fórmula, no habiendo podido construirse más de 550; las subvenciones a particulares para adquirirlas no se harían efectivas hasta 2014, es decir, 10 años después de haber optado por ellas; la opción de compra en sí misma era valorable, sin perjuicio de que se ejecutara o no, dicho de otro modo, que los promotores no estaban obligados a devolver al comprador las cantidades adelantadas11.

			El Plan de Vivienda 2005-2008 de la CM establece cuatro tipos de vivienda protegida aún vigentes: Vivienda de Promoción Pública, para venta o uso de la administración; Vivienda de Promoción Pública (VPP) para arrendamiento, que más tarde podría integrarse en el Plan Alquila; VPP para arrendamiento con opción a compra, en la que se integra el Plan de Vivienda Joven 2005; y Viviendas de Integración Social (VIS), gestionadas por la Agencia de Vivienda Social. 

			Las viviendas en alquiler para jóvenes no podían enajenarse hasta transcurridos siete años desde su calificación. En la fase álgida del boom inmobiliario esta condición generó dos prácticas fraudulentas: el mantenimiento de edificios terminados vacíos, en espera de que fuera factible su venta; y la construcción de edificios con acabados interiores y carpinterías de mala calidad para abaratar el coste, que se alquilaban siete años y eran reformados y vendidos a posteriori, normalmente sin respetar las opciones de compra de los inquilinos.

			5. Crisis y estabilización

			La crisis del 2007 y el consiguiente estallido de la burbuja inmobiliaria supusieron el colapso del mercado de vivienda libre. El precio de la vivienda nueva cayó, no porque hubiera 300 000 unidades vacantes, 50 000 nuevas pendientes de venta y más de 450 000 previstas y sin iniciar, sino porque no había demanda. La serie histórica de solicitudes de calificación provisional de VPO de la última década (tabla 2) refleja que la VPO en la CM supuso en el 2009 y 2010 el 76 % y el 61,1 %, respectivamente, de las viviendas iniciadas, pero, como sostiene Pérez Quintana (2011), el protagonismo de la VP responde en primer lugar al hundimiento de la vivienda libre, ya que la promoción de VPO también ha descendido. En el 2013, casi la mitad de las calificaciones provisionales de vivienda en España se dieron en la CM. En este sentido parece que tanto el IVIMA como la EMV han vuelto a jugar un papel relevante en la promoción de VPP, dado el retraimiento de la iniciativa privada. 

			5.1. Actividad del IVIMA

			La Memoria 2008 de Actividades del IVIMA, que presume de ser el mayor promotor de vivienda pública de España, proporciona los siguientes datos: gestiona 23 000 unidades en arrendamiento, más 22 000 plazas de garaje y 2000 locales comerciales. En el 2008 se entregaron 2239 viviendas. 

			Las viviendas en construcción en régimen general en arrendamiento son 1802; de ellas, 1196 en el municipio de Madrid; 3541 del Plan de Vivienda Joven (alquiler con opción de compra), 1241 de ellas en el municipio de Madrid; y 130 Viviendas de Integración Social tuteladas. Además, hay 2405 en proyecto, concentradas en Alcorcón Sur, Valdebebas y Ventilla. 

			La Memoria Bienal 2011-2012 del IVIMA informa de la gestión de 24 111 viviendas en arrendamiento, de ellas 17 768 eran propiedad de la institución y el resto derechos de superficie, y de la entrega de 1324, la mitad en el municipio de Madrid. 

			Las viviendas en construcción son 2125 del régimen general en arrendamiento, de ellas 1243 en el municipio de Madrid; 2506 viviendas del Plan de Vivienda Joven (alquiler con opción de compra), 658 de ellas en el municipio de Madrid y 90 VIS tuteladas. Además, la Memoria informa que hay 3707 en proyecto, concentradas en Ventilla, Ahijones y Berrocales12.

			Estas cifras muestran que el ritmo de promoción de vivienda del IVIMA había disminuido respecto a años anteriores y su parque había aumentado en poco más de 1000, lo que significa que buena parte de la obra proyectada no se había ejecutado.

			En junio del 2013, la CM convoca un concurso restringido para la enajenación de 32 promociones de viviendas en arrendamiento o en arrendamiento con opción de compra con un presupuesto base de licitación de 168,9 millones de euros y un plazo de presentación de ofertas de tres semanas. Este concurso, sorprendente tanto por ser restringido como por las condiciones de presentación de ofertas, se resolvió adjudicando 2935 viviendas sociales a la empresa Azora, a través de su filial Encasa Cibeles, al precio de 201 millones de euros costeados por el fondo de inversión Goldman Sachs. Según la Asociación de Afectados, los arrendamientos se han incrementado entre un 100 % y un 500 %, lo que ha provocado que el 70 % de sus ocupantes hayan abandonado la vivienda, por voluntad propia o por desahucios. En noviembre del 2015, el Consejo de la Cámara de Cuentas de la CM acordó que el IVIMA había procedido con falta de rigor administrativo, tanto en la redacción de los pliegos de condiciones de la venta como en su labor de inspección, y que había incumplido sus deberes respecto a los arrendatarios.

			5.2. Actividad de la Empresa Municipal de Vivienda y Suelo de Madrid 

			La Memoria 2008 de actividades de la EMVS que, sorprendentemente, se inicia enfatizando su preocupación no por resolver el problema del alojamiento a los madrileños, sino por encargar obra a arquitectos cuyos proyectos “sitúen a Madrid en la vanguardia urbana” (figura 1), aporta los siguientes datos: 2191 viviendas entregadas, de ellas 1767 en venta y 424 en alquiler; 3344 en construcción, de ellas 2116 en venta y 993 en régimen de arrendamiento o del Plan de Vivienda Joven (alquiler con opción de compra); 235 VIS o Régimen Especial. Además, la EMVS tiene 1346 viviendas con proyecto y licencia. La Memoria no aporta datos sobre las actuaciones de rehabilitación ni sobre el parque gestionado, aunque en aquella fecha no habían sido amortizadas todas las colonias históricas.

			[image: ]

			Figura 1. Edificio Mirador, en el PAU de Sanchinarro (Arquitectos MVRDV, 2005). 
Fuente: Carlos Delgado, Wikimedia Commons.

			La Memoria de actividades del 2011 sustituye las loas a la buena arquitectura por la defensa de la sostenibilidad y el medio ambiente13. En dicho año, la actividad de la EMVS se resume en 1450 viviendas entregadas, de ellas 746 en venta, 419 en alquiler y 285 VIS; 2601 en construcción, de ellas 1850 en venta, 656 en régimen de arrendamiento o del Plan de Vivienda Joven (alquiler con opción de compra) y 95 VIS.

			Entre el 2012 y el 2013, tras un informe de la consultora Price Waterhouse Cooper14 y como mecanismo de resolución de los problemas económicos de la EMVS, se venden casi 3000 viviendas sociales, de las que el fondo de inversión Fidere Blackstone adquiere 1 860 por 128,5 millones de euros. En el 2016, la Cámara de Cuentas de la CM informó que la adjudicación era irregular ya que no existían los preceptivos pliegos de condiciones, las ofertas se entregaron sin pasar por el Registro y no se seleccionó la más alta. Los nuevos propietarios aumentaron los alquileres y suministros, con lo que algunos inquilinos se vieron en la imposibilidad de sufragar los gastos. Si bien la Corporación Municipal elegida en el 2015 se ha querellado contra el proceso de enajenación, parece improbable que este se revierta.

			La venta de viviendas sociales no solo ha conculcado la ley de Arrendamientos, puesto que no se ha permitido a los inquilinos optar por la compra, sino que contribuye al desalojo de los arrendatarios y ha sido escasamente rentable, ya que según estimaciones de Pérez Quintana (2014), las viviendas se han vendido a un promedio de 67 000 euros, poco más de un tercio de su valor de mercado.

			6. El alquiler de vivienda pública 

			En relación con el tema de alquiler de la vivienda pública, debe decirse que la producción debería encaminarse exclusivamente a parque en alquiler. Seguir invirtiendo suelo y recursos públicos en VP en régimen de venta significa perpetuar un fraude de la legislación urbanística, ya que los terrenos en que se localizan los aprovechamientos obtenidos por cesión obligatoria y gratuita de los promotores deben destinarse al patrimonio público de suelo, cosa que no hacen ni los ayuntamientos ni la CM, que obtuvo bastante suelo como cesión supramunicipal hasta que se anuló el correspondiente apartado de la ley del Suelo. La venta de vivienda pública permite que los recursos colectivos sean capitalizados por unos pocos, lo que no es equitativo. Por los mismos motivos, también carece de sentido la cesión de suelos públicos a promotores privados, que solo conduce a inflar burbujas y sirve de caldo de cultivo de grandes o pequeñas corruptelas.

			La gestión privada de parques de alquiler tiene en España una presencia escasa, al contrario de lo que ocurre en el resto de Europa, donde tanto sociedades de inversión como organizaciones sin ánimo de lucro poseen gran número de viviendas alquiladas. Las Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión Inmobiliaria (SOCIMI), por el momento, invierten principalmente en hoteles, oficinas y centros comerciales o, puntualmente, en vivienda de alta gama y está por verse si la desaparición de la subvención a la compra y las ayudas al arrendamiento incentivan la promoción privada de vivienda en alquiler. Aunque así sea, el proceso de formación de parques privados de alquiler llevará tiempo, considerando que el promotor inmobiliario español está acostumbrado a un retorno rápido y a trabajar con dinero ajeno, no a inmovilizar recursos propios a cambio de una renta moderada. 

			En este contexto, las medidas a adoptar pasan por impedir cualquier enajenación de patrimonios públicos de suelo o vivienda, encaminándolos al fin de utilidad pública e interés social al que deben servir. A juzgar por algunas informaciones de prensa15, el compromiso de la presidenta de la CM con el PSOE y Podemos, relativo a que solo quepa enajenar vivienda social a sus inquilinos o a entidades sin ánimo de lucro, podría afectar solo a una parte del parque del IVIMA. 

			7. La enajenación de suelos públicos

			Las limitaciones a la enajenación de patrimonios públicos deben afectar no solo a los suelos de IVIMA y EMVS, sino a cualquier otro organismo público y los suelos de antiguas empresas públicas obtenidos por expropiación. Cualquier otro planteamiento es un despilfarro de recursos públicos del que, en el mejor de los casos, solo se obtiene un maquillaje de la cuenta de resultados.

			En este momento, la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria (SAREB) tiene solo en el municipio de Madrid 710 inmuebles en venta y casi 3600 en la provincia, que son de todos porque proceden de una reestructuración bancaria supuestamente a coste cero que van a pagar todos los ciudadanos. Suelos y edificios deberían transferirse en condiciones razonables y equitativas a las empresas municipales de vivienda y suelo y a la CM. Sería inmoral malvender ese patrimonio común a fondos de inversión, sean o no buitres, mientras se produzcan desahucios o existan ciudadanos sin techo.

			En lo que respecta a la gestión del patrimonio público de suelo, como se desprende de lo expuesto anteriormente, tanto el IVIMA como la EMVS han comercializado en venta la mayor parte de su patrimonio de suelo, lo que supone desvirtuar el destino de los terrenos obtenidos por cesión, contribuir a inflar burbujas y favorecer la corrupción. La práctica de enajenación de patrimonio afecta incluso al Plan 18.000, cuyo derecho de superficie se comenzó a vender en el 2010. 

			En lo que respecta al patrimonio de suelo, según su Memoria del 2012, el IVIMA poseía en aquel año unos 4 millones de m2, con capacidad para 26 000 viviendas. Por su parte, la EMVS ha debido movilizar ya la mayor parte de los suelos de cesión procedentes de los PAU del Plan General vigente, por lo que su remanente se limita a Valdebebas.

			ARPEGIO, la empresa de suelo de la CM, que se había enfocado en los suelos destinados a actividades económicas, también ha llevado a cabo operaciones mixtas de vivienda y suelos productivos o puramente residenciales. En total, ARPEGIO ha ordenado suelo para 31 624 viviendas entre 1998 y 2002, en algunos casos, como La Garena y Las Rozas, sin contemplar una sola vivienda protegida; en otros, como Soto del Henares en Torrejón, con un porcentaje de VP que roza el 80 %. Tras su cambio de nombre, Nuevo Arpegio es hoy una empresa casi en proceso de liquidación, por lo que los restos de su patrimonio de suelo podrían ser malbaratados para cubrir pérdidas, aunque la situación del mercado no sea la más adecuada para la venta. Si, finalmente, Nuevo Arpegio se extingue, su patrimonio de suelo debería transferirse al IVIMA.

			Tampoco otros grandes propietarios públicos de suelo han dado ejemplo en la gestión de sus patrimonios. No lo dio la Administración de Infraestructuras Ferroviarias (Adif) con la operación Pasillo Verde Ferroviario (PVF), donde se dieron varias vueltas al manubrio de la edificabilidad y se convirtió en vivienda todo el suelo previsto para actividades económicas. El planteamiento de esta empresa pública para la estación de contenedores de Abroñigal, cuya transformación está paralizada por el estallido de la burbuja, apunta a una reedición del PVF. Formalmente no ocurrirá lo mismo con la Operación Chamartín, ya que la Adif hace tiempo transfirió la mayor parte de sus derechos a operadores privados, lo que no es óbice para que el origen de esa actuación sea la venta de patrimonio de la empresa para mejorar su cuenta de resultados.

			No parece que el Ministerio de Defensa tenga en mente para la Operación Campamento algo que vaya más allá de la venta del suelo, en un ámbito que ha pasado del diseño inicial, centrado en el empleo y en un gran equipamiento público que equilibrase la región, a una mera operación residencial.

			Tampoco parece que las grandes empresas que fueron públicas (Telefónica), las que aún lo son (Canal de Isabel II o Metro) o las compañías de distribución eléctrica, que disfrutan de los beneficios de la expropiación y han hecho caja con el suelo de sus subestaciones, hayan pensado en ningún momento en que obtenían beneficios de la venta y privatización de un bien obtenido con dinero público. Si bien debe decirse en su defensa que la ignorancia de lo público y el desprecio de lo común no se restringe a los grandes gestores de patrimonios públicos, sino que es un factor común a casi todos los estamentos de la sociedad española.

			8. Conclusión

			Cabría sintetizar el balance de la gestión de los patrimonios públicos de vivienda y suelo madrileños en las últimas tres décadas diciendo que ha sido mala, pero que la primera ha sido peor. Y lo ha sido porque desde 1961 la política de vivienda se define por el papel que la construcción y el mercado inmobiliario juegan en la economía, por lo que se ha dado prioridad a la promoción de casas en venta para la demanda solvente. Durante los años de la burbuja inmobiliaria, gran parte de la inversión (incluyendo flujos importantes de dinero opaco) se ha canalizado hacia la adquisición, generándose, por un lado, un stock importante de vivienda secundaria, turística o vacía y, por otro, una demanda no satisfecha incapaz de acceder al mercado por los altos precios. Se da así la paradoja de que, teniendo uno de los mayores parques inmobiliarios de Europa, con capacidad sobrada de alojar a toda la población residente en España, está vacío o infrautilizado, al tiempo que las administraciones son incapaces de proveer alojamiento a los ciudadanos expulsados del mercado, produciéndose situaciones que recuerdan los años de la posguerra16.

			La política debiera diseñarse desde dos principios de partida: a) propiciar el acceso de la población a una vivienda digna, ya que esta es parte sustancial de los servicios del Estado de Bienestar, y b) puesto que el Estado debe garantizar el acceso a la vivienda digna de la población actual y futura, no deben enajenarse recursos no renovables, como el suelo y, puesto que los recursos públicos deben gestionarse con criterios de eficacia y equidad, tampoco cabe enajenar las viviendas. El parque público debe de ser en alquiler. Y dado que el volumen del stock acumulado hace innecesaria toda nueva vivienda y considerando el destrozo que la urbanización desaforada de los años de la burbuja ha causado en el paisaje y el territorio, lo que procede es intentar: a) la desclasificación y naturalización de aquellos suelos clasificados vacantes manifiestamente innecesarios y cuyos propietarios han incumplido el deber de urbanizar, y b) la reconversión en alquiler del stock en venta y del parque de viviendas vacías.

			Evidentemente, cualquier cambio radical de la política de vivienda ha de pasar por quebrar la dependencia del inmobiliario de la financiación de los ayuntamientos y acabar con el empleo de los patrimonios públicos y asimilables en operaciones de ingeniería financiera. La información recientemente aparecida en prensa sobre el planteamiento del Plan Estatal de Vivienda del 2017 apunta al fomento del alquiler y la actuación sobre el parque de vivienda vacía. Es de esperar que esas expectativas se confirmen y que el nuevo plan no tenga la errática aplicación de su predecesor.
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			Madrid: la ciudad, ayer para negocios, hoy un negocio

			José María de la Riva Ámez17

			1. Introducción 

			La propiedad privada es uno de los conceptos mejor incorporados por la sociedad. El derecho romano lo estableció como base legal dando garantía como uno de los ejes que vertebran el sistema jurídico español. Hay otros elementos que, aun estando incorporados en la Constitución española de 1978 –como la propiedad pública, la función social de la propiedad o, incluso, el interés general– la sociedad no termina de asimilar culturalmente de forma tan contundente como la propiedad privada.

			A partir de estas claves, el interés de los privados ha estado habitualmente por delante del interés general. Hay un apoyo social muy fuerte a la rentabilidad inmediata por encima de la que a largo plazo puede suponer la función social. Todo esto ha ido configurando unos modelos de utilización del territorio muy alejados de las posibilidades de sostenibilidad o principios de equidad.

			Lo cierto es que la sociedad ha ido asumiendo que lo público o el patrimonio colectivo es algo muy alejado de sus intereses y que culturalmente es difícil el desarrollo de políticas que asuman el patrimonio común, la preservación del paisaje y el medio ambiente como elementos que deben trascender las posibilidades del beneficio que busca la propiedad privada.

			La dialéctica público/privado en la legislación, especialmente urbanística, no es capaz de una defensa decidida de la función social de la propiedad, la cohesión social o el uso racional del territorio, lo que ha llevado en las últimas décadas a que las administraciones, de forma generalizada, hayan asumido como propio el papel de la propiedad privada por encima de los intereses colectivos.

			Es de resaltar que, sorprendentemente, los bienes del Patrimonio Nacional (cuyo origen está en los bienes de la Corona de España) han tenido un comportamiento más respetuoso con el interés general, aunque operaciones como Campamento, Chamartín y otras de menor interés en el municipio de Madrid distan mucho de ser actuaciones en pro del interés de la función social de la propiedad. Pero eso no debe obviar que la gestión del Patrimonio Nacional y el Ministerio de Defensa han desarrollado prácticas más o menos respetuosas del interés general. El patrimonio del Ministerio de Defensa ha permitido concluir operaciones de transformación del uso de dichas propiedades desde la estructura militar cuartelaria a la configuración de espacios educativos como la Universidad Carlos III, en el municipio de Getafe de la Comunidad de Madrid, entre otros.

			No hay una respuesta social articulada y contundente ante agresiones contra el paisaje, el medio natural, el patrimonio arquitectónico, etc. Las administraciones, lejos de luchar por la sensibilización ciudadana ante estos acontecimientos, se refugian en luchas legales que dilatan en el tiempo las soluciones; cuando, en el mejor de los casos, la justicia da la razón a los intereses colectivos, el deterioro producido ya es irreversible.

			Pero esto que pudiera parecer una situación coyuntural, haciendo un recorrido desde el último decenio del pasado siglo XX, de coyuntural tiene poco y más bien era una política casi estructural que muchos responsables políticos habían pensado que no tenía límites. 

			La crisis viene a poner en evidencia que el límite es la realidad, y eso acentúa de manera precipitada las políticas tendentes a enajenar gran parte de los elementos patrimoniales sin considerar si a medio plazo son acertadas para las instituciones públicas.

			En esa dinámica, Madrid es uno de los municipios que con más velocidad han recurrido a esa forma de actuar y que con más anticipación las pusieron en funcionamiento. Comenzando estas políticas con el desarrollo de los Programas de Actuación Urbanística (PAU) iniciados incluso previamente al nuevo marco regulatorio que supondría el Plan General de Ordenación Urbana (PGOUM) de 1997, que impulsa un nuevo modelo de desarrollo, “planeamiento al límite de la capacidad”18 en la clasificación de suelo, pero que una vez en funcionamiento aparecerán otras operaciones, más o menos afortunadas, que fundamentalmente pretenden rematar el norte de la ciudad de Madrid con actividades lucrativas privadas, arrinconando lo público a contenidos puramente testimoniales y de obligación legal en el marco regulatorio superior.

			Se ha dicho que en muchas ciudades la cantidad de viviendas adicionales no coincide necesariamente con la capacidad real de los interesados para pagarlas (Jacobs, 2013, p. 361). Algo que pone de manifiesto la “trampa” de los defensores del mercado residencial como elemento clave para resolver los problemas de alojamiento de las personas. Y este proceso que todos observan en el desarrollo inmobiliario se produce en otros elementos derivados de la falta de respuesta ante las agresiones al patrimonio colectivo, que no solo es físico, no solo son referencias patrimoniales en el inventario, también son elementos inmateriales como el deterioro del medio natural, la falta de sostenibilidad, que permiten a los privados obtener unos beneficios que, con mucha frecuencia, van en perjuicio de la mayoría.

			El autor intentará exponer un proceso cronológico de algunas importantes operaciones urbanas de la ciudad de Madrid, con la dificultad que significan los procesos progresivos en el desarrollo de la actividad del urbanismo, pues la materialización de los objetivos políticos no coincide la mayor parte de las veces con dicha ejecución. Por tanto, se verán “cruces” temporales de actuaciones que no coinciden exactamente con las decisiones de su plasmación en la realidad.

			2. Antecedentes: la vivienda social 

			La acción más importante fue la Operación de Barrios en Remodelación, originado en la famosa Orden Comunicada19 de Garrigues Walker, ministro de Obras Públicas y Urbanismo de 1977 a 1979 en el segundo gobierno del presidente Adolfo Suárez, en mayo de 1979. Pilotada por la Comunidad de Madrid a partir de 1983, esta operación, la más importante de Europa en la materia, supuso la creación de 38 540 viviendas para la erradicación del chabolismo que la inmigración produjo durante el desarrollismo de los años 60. Por su parte, el Ayuntamiento se encargaba de los realojamientos debidos a la ejecución del Plan General.

			Es posible que los problemas históricos heredados de la etapa de la dictadura de Francisco Franco, en torno a la propiedad de vivienda y suelos sustituidos en esta magna operación, llevaron a los responsables institucionales a cometer un error, que más adelante se ha constatado como una decisión desacertada, convirtiendo una operación pública en una “transferencia” de plusvalías a pequeños propietarios que serían los dueños finales de la mayoría de esas viviendas. Pero la “herencia” del modelo y la “cultura” generada desde finales de los años 50 del pasado siglo contribuyeron de forma decisiva en el desarrollo de un prototipo que, en la actualidad, se concibe como erróneo.

			Además de estos programas, el Plan General estimaba la necesidad de producir 4500 viviendas protegidas cada año para satisfacer la demanda no estructurada, encomendando esta responsabilidad a la iniciativa privada en suelos calificados para tal efecto. Es en este modelo en el que en el 2016 comienza a confiar Shola Olatoye, presidenta del New York City Housing Authority (NYCHA), tal como recoge City Limits de El Diario NY (marzo, 2016). 

			En 1989, transcurrido el primer cuatrienio, se constató que no se había ejecutado ni una sola de estas viviendas. El gobierno municipal negoció con los propietarios, consiguiendo suelo suficiente para edificar las 18 000 viviendas protegidas (cuatro años a 4500 viviendas por año) atrasadas.

			Ese suelo fue promovido directamente por el Ayuntamiento, en parte cediendo el resto en derecho de superficie a cooperativas y entidades similares, conformando lo que se conoce como el Plan 18.000 que, entre otras cosas, supuso un fuerte enfriamiento del precio de la vivienda en Madrid al retirar del mercado un importante cupo de la demanda habitacional.

			2.1. Cambio de modelo: los PAU en el Plan General de 1997

			En 1991, el nuevo gobierno municipal anunció su proyecto de redactar un nuevo Plan General de Ordenación Urbana y materializó unas prácticas sobre la ciudad que han impulsado un cambio muy importante en el uso del territorio.

			La clasificación del suelo “planeamiento al límite de la capacidad” ha sido uno de los elementos más complejos de articular en el modelo territorial, pues ha llevado a la ciudad a tener pocas reservas de terreno vacante y, por tanto, los habitantes tienen poco “margen de maniobra” para tomar decisiones sobre la estructura de la ciudad en el futuro y especialmente en lo que respecta al norte. Esto supone transformar la ciudad en un espacio que ha pasado de ser útil para la actividad económica a convertirla en la propia mercancía. De ahí que calificar al límite tiene como conclusión que el espacio público es abandonado en beneficio del privado.

			La actividad que se ha producido desde la aprobación del Plan General de Ordenación Urbana del Ayuntamiento de Madrid en 1997 genera cuantiosas calificaciones de suelo en el conjunto del municipio, sobre todo en el norte, con la conocida como operación PAU. Junto con la permisividad para la actuación en el Casco Histórico y la recalificación de los ámbitos industriales interiores de la ciudad, está esa atractiva y enorme franja de suelo libre a la que la autopista M-40 había dotado de accesibilidad: los PAU. En 1992 se plantea el proceso, aunque el Nuevo Plan General no fuera aprobado hasta 1997, cinco años después.

			2.2. Aparece la vivienda social como coartada

			Podemos decir que la vivienda social suele ser la coartada de la mayoría de las actuaciones urbanísticas especulativas. Los estudios socioeconómicos indican que cerca de dos tercios de la población madrileña tiene unas condiciones que no le permiten el acceso al mercado libre, es decir, solo podrían acceder a una vivienda si esta tiene algún grado de protección pública. 

			Para simplificar, ninguna medida posible conseguirá modificar los precios del mercado para hacerlos asequibles a esos colectivos. Y mucho menos la liberalización del suelo, que ya ha demostrado históricamente su fracaso. El suelo, por mucho que haya, en manos privadas, nunca bajará su precio. De manera que el problema es de accesibilidad, no de cantidad de suelo. Para los colectivos necesitados, como los jóvenes, la única solución es la intervención pública, retirando ciertos suelos del mercado y poniéndolos a disposición de quienes los necesitan, ya sea mediante actuaciones directas o de terceros, pero siempre bajo control público. 

			En 1991, en Madrid había suelo disponible suficiente para satisfacer las necesidades de vivienda libre, tal como reconoce la Memoria del Plan General de 1997. En todo caso cabría plantear determinadas actuaciones concretas para vivienda social. Y es esa la coartada que utiliza la administración municipal madrileña para poner en marcha la mayor operación especulativa del entorno socioeconómico en los últimos decenios (tabla 1). 

			Tabla 1. Datos básicos de los PAU

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							PAU

						
							
							Superficie

							(ha)

						
							
							Viviendas libres

						
							
							Viviendas protegidas

						
							
							Total viviendas
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							Monte Carmelo

						
							
							255,8
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							Las Tablas

						
							
							362,3
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							401,1
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							356,5
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							11 350

						
					

					
							
							Arroyo del Fresno
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							74 537

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia a partir de los expedientes aprobados en los Plenos del Ayuntamiento de Madrid. 

			Esta operación es la antesala de muchos otros procesos que se materializan a lo largo de la dilatada vida del PGOUM 97. Entre 1997 y 2011 los desarrollos residenciales aprobados suponen un total de 9,3 millones de m2 de suelo, 21 millones de m2 de superficie edificada, equivalentes a 210 036 viviendas.

			Este modelo que se utiliza para operar con el territorio tiene consecuencias de difícil explicación, pues obviaba la capacidad de suelo remanente del PGOUM 85, suficiente para garantizar un volumen importante de vivienda social, para apresurarse a materializar las tensiones existentes en los suelos vacantes exteriores con la coartada de la necesidad de un bien fundamental como es la vivienda. Materializaba las plusvalías expectantes sobre dichos suelos, creando derechos a los propietarios. Imposibilitaba para siempre la existencia del imprescindible Anillo Verde que garantizase la adecuada calidad de vida de la ciudad existente, así como la necesaria transición hacia los crecimientos vecinos exteriores.

			Significaba un aumento de población de 250 000 habitantes sobre la misma infraestructura de transporte existente, sobrecargándola más de lo que ya estaba, al no contemplar nuevos viarios ni asegurar el transporte público necesario (Metro). La única vía de acceso y de relación con la ciudad era la M-40, sobre la que los PAU se adosaban, algo para lo que esta autopista no estaba ni prevista ni diseñada.

			También carecería de beneficios para la ciudad, ya que la operación no contemplaba la obtención de suelo para nuevos sistemas generales ni grandes equipamientos. Esto es, los equipamientos existentes –Casa de Campo, Retiro, Parque Juan Carlos I, etc.– serían los mismos, aunque la población aumentara un cuarto de millón de habitantes. Dado que la operación no aporta nuevos equipamientos para el conjunto de la ciudad, cada madrileño cede entre un 7 % y un 8 % su derecho a usar estos servicios y los espacios públicos de ese momento, lo que supone un retroceso en su calidad de vida. 

			Se dejaron de cargar sobre esta mastodóntica recalificación la lógica obtención de dotaciones urbanas (grandes parques, grandes equipamientos, etc.). La cuestión está en unas pocas manos: los propietarios de suelo, a los que se regaló de un plumazo una plusvalía enorme, que no tienen costes iniciales ni financieros y no sufren ninguna presión de la Administración para poner en uso dichos terrenos. Estos propietarios pueden ser “históricos” o grandes empresas que llegan a acuerdos con ellos sobre el criterio de nuevas prebendas convenidas con el Ayuntamiento. Dichos acuerdos privilegiados, conseguidos por la intervención de los poderes públicos, vulneran las más básicas reglas de la concurrencia en el mercado y la libre competencia.

			En ningún caso, pese a haberse incumplido ampliamente plazos y otras estipulaciones de los convenios, ni el Ayuntamiento ni la Comunidad de Madrid se plantearon iniciar la más mínima acción de control o disciplina urbanística. 
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